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Procurador General
                                                                                                                       Concepto 5684

Bogotá, D.C., 26 de noviembre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra algunos apartes de los artículos 275, 277 y 278 de la Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”
Demandante: Asdrúbal Corredor Villate
Magistrado Ponente: MAURICIO GONZALEZ CUERVO
Expediente D-9918
Concepto 5684
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó el ciudadano Asdrúbal Corredor Villate contra algunos apartes de los artículos 275, 277 y 288 de la Ley 1437 de 2011, cuyo texto, con lo demandado en negrillas y subrayado, es el siguiente:
LEY 1437 DE 2011

(Enero 18)

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:
“ARTÍCULO 275. CAUSALES DE ANULACIÓN ELECTORAL. Los actos de elección o de nombramiento son nulos en los eventos previstos en el artículo 137 de este Código y, además, cuando:

(…)
8. Tratándose de la elección por voto popular, el candidato incurra en doble militancia política al momento de la elección.
(…)

ARTÍCULO 277. CONTENIDO DEL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA Y FORMAS DE PRACTICAR SU NOTIFICACIÓN. Si la demanda reúne los requisitos legales se admitirá mediante auto, en el que se dispondrá:

1. Que se notifique personalmente al elegido o nombrado, con sujeción a las siguientes reglas:

a) Cuando hubiere sido elegido o nombrado para un cargo unipersonal o se demande la nulidad del acto por las causales 5 y 8 del artículo 275 de este Código relacionadas con la falta de las calidades y requisitos previstos en la Constitución, la ley o el reglamento, o por hallarse incursos en causales de inhabilidad o en doble militancia política al momento de la elección, la notificación personal se surtirá en la dirección suministrada por el demandante, mediante entrega de copia de la providencia que haga el citador a quien deba ser notificado, previa identificación de este mediante documento idóneo, y suscripción del acta respectiva en la que se anotará la fecha en que se práctica la notificación, el nombre del notificado y la providencia a notificar.
(…)

ARTÍCULO 288. CONSECUENCIAS DE LA SENTENCIA DE ANULACIÓN. Las sentencias que disponen la nulidad del acto de elección tendrán las siguientes consecuencias:

(…)

4. Cuando la nulidad del acto de elección sea declarada con fundamento en la causal 6 del artículo 275 de este Código, se anularán únicamente los votos del candidato o candidatos respecto de quiénes se configure esta situación y no afectará a los demás candidatos.”

1. Planteamientos de la demanda
Aduce el demandante que los apartes acusados de los artículos 275 y 277 vulneran los artículos 107, 108, y 265 de la Constitución Política, así como los artículos 2, 28 y 31 de la Ley Estatutaria 1475 de 2011, “Por la cual se adoptan reglas de organización y funcionamiento de los partidos y movimientos políticos, de los procesos electorales y se dictan otras disposiciones”. De otro lado propone que el aparte acusado del artículo 288 de la Ley 1437 transgrede los artículos 13, 108 y 258, 263 y 263A de la Carta Política.
Según el demandante, el aparte “al momento de la elección” contenido en los artículos 275 y 277 de la Ley 1437 de 2011 violenta el ordenamiento superior porque desconoce que la doble militancia es una prohibición constitucional con vocación de configurarse al momento de la inscripción de una candidatura, y no únicamente en el evento posterior de la elección. Así las cosas, teniendo en cuenta que la referida prohibición constitucional posee efectos inclusive para los ciudadanos, resulta inexequible que el legislador ordinario desprovea de consecuencias anulatorias electorales al acto de elección de un candidato que ha incurrido en los supuestos vedados al momento de inscribir su aspiración política. Como la norma demandada sólo prescribe la anulación por doble militancia cuando ésta acaece en forma posterior a la inscripción, es decir, en el momento de la elección, termina minimizando las garantías constitucionales de cara al fortalecimiento de los partidos.
Para evidenciar que la prohibición de la doble militancia debe configurarse al momento de la inscripción del candidato y no al momento de su elección, el demandante reseñó las regulaciones constitucionales y estatutarias que gobiernan la materia. Adujo, por ejemplo, que el artículo 107 constitucional prohíbe que el participante en una consulta popular, por un cierto partido político, pueda inscribirse por otro distinto para el mismo periodo electoral en el que se efectuó la consulta. Así mismo, refirió que la Constitución proscribe la inscripción del candidato electo, para las siguientes elecciones, en un partido diferente al de su filiación original, a menos que éste renuncie a su cargo de elección popular y al su partido con doce meses de anticipación al primer día de las inscripciones. 
De otro lado, propone el accionante que la doble militancia tiene la capacidad de ser entendida como una inhabilidad constitucional. En tal sentido, la vigencia de los apartes acusados de los artículos 275 y 277 de la Ley 1437 de 2011 dejarían sin efecto las competencias constitucionales previstas para el Consejo Nacional Electoral, consistentes en poder anular la inscripción del candidato que se encuentra inmerso en una causal de inhabilidad como lo sería la doble militancia, a propuesta del actor. Así las cosas, refiere el actor que los apartes acusados dejan sin acción electoral a la ciudadanía cuando un candidato incurre en doble militancia al momento de la inscripción de su candidatura pero no al tiempo de su elección.
Finalmente, en relación con el aparte acusado del artículo 288 de la Ley 1437 señala el censor que éste transgrede el sistema constitucional electoral de la cifra repartidora y del umbral de los partidos políticos.
Como el umbral de los partidos y la cifra repartidora son características del sistema electoral constitucional que se fundamentan en el cómputo de la totalidad de los votos válidos obtenidos por un partido, resulta un contrasentido que los votos invalidados no sean tenidos en cuenta para la elección del candidato, pero sí para efectos del partido.
Si bien es cierto el actor deja de lado que la consecuencia demandada (la no afectación a los demás candidatos) ocurre normativamente para la anulación de votos acaecida en virtud de la causal 6 del artículo 275 del C.P.A.C.A., debe resaltarse que tal condición se refiere a que los jurados de votación o de la comisión escrutadora sean cónyuges, compañeros permanentes o parientes de los candidatos hasta en tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil de algún candidato participante en la contienda electoral. 

Atendiendo a los cargos formulados, el demandante solicita la inconstitucionalidad de los apartes acusados.

2. Problema jurídico
En el presente asunto corresponde resolver dos problemas jurídicos diferentes. En primer lugar, si la consagración legal de la doble militancia como causal de nulidad electoral al momento de la elección del candidato, resulta violatoria del ordenamiento constitucional en el entendido que la prohibición de la doble militancia ha de predicarse a partir del momento de la inscripción de la aspiración política y no sólo en relación con el acto posterior de la elección. 

De otro lado, deberá zanjarse si viola el sistema de cifra repartidora y el umbral electoral que el numeral 6 del artículo 288 de la Ley 1437 prevea que la anulación de votos contra un candidato no afectará a los demás, cuando aquella ocurra en razón a la cercanía familiar del mismo con un jurado de votación o miembro de la comisión escrutadora.

3. Análisis jurídico
Para despachar los cargos enervados contra la expresión “al momento de la elección” contenida en los artículos 275 y 277 de la Ley 1437 de 2011, el Ministerio Público resolverá si existe una causal constitucional autónoma de nulidad electoral en torno a la doble militancia y, conforme lo anterior, si la expresión “al momento de la elección” prevista por la Ley 1437 de 2011 viola el régimen constitucional referido. De otro lado, deberá despacharse si la norma demandada logra restar eficacia normativa a algunas competencias constitucionales previstas para el Consejo Nacional Electoral. Superado lo anterior, se procederá a dilucidar las imputaciones elevadas contra el aparte acusado del artículo 288 del C.P.A.C.A., contrastando la referida norma con el  principio constitucional de la eficacia del voto.
3.1. La doble militancia como causal constitucional autónoma de anulación electoral

Mediante las reformas constitucionales efectuadas por los Actos Legislativos 01 de 2003 y 01 de 2009, la Constitución Política de 1991 adoptó como característica determinante un régimen de partidos políticos fuertes como medios para garantizar el mejoramiento de la participación ciudadana y el ejercicio eficaz de los derechos políticos. 

Una de las principales características del referido sistema político es la prohibición de la doble militancia política que según se lee en el artículo 107 del Texto Fundamental y en la Ley Estatutaria 1475 de 2011, es aquel impedimento general a que cualquier ciudadano pueda pertenecer simultáneamente a dos partidos políticos con personería jurídica. No obstante tal prohibición no es igual para todos, sino que posee una gradación de intensidades conforme al grado de compromiso político exigible a cada quien, de acuerdo a su condición de ciudadano, de aspirante político, de directivo de partido político o de servidor público electo popularmente.
El nivel más bajo de la prohibición es la ya referida interdicción a todo ciudadano para pertenecer formal y simultáneamente a más de un partido o movimiento político con personería jurídica. Dicha prohibición general, a pesar de ser la más incipiente, no es una de menor entidad  ya que condiciona el régimen político propio de la democracia constitucional colombiana, porque si un ciudadano no puede pertenecer a dos partidos políticos en forma simultánea, a fortiori, tampoco lo pueden hacer aquellos sujetos de quienes es predicable un compromiso político mayor. Sin embargo y más allá de la referida circunstancia, el texto superior no prevé una consecuencia concreta cuando se configura el evento prohibido. 
En un segundo lugar, la Constitución y la Ley Estatutaria 1475 de 2011 prevén las condiciones exigibles a los candidatos y directores de los partidos políticos en torno a la prohibición de la doble militancia. Para ellos, además de la carga prevista a todo ciudadano, se impone el deber de respetar la obligatoriedad de las consultas populares; la imposibilidad de inscribirse por un movimiento diferente al que les permitió participar en la consulta política; la prohibición de apoyar a candidatos de otros partidos políticos y, en el caso de los directivos, además se les impide aspirar a un cargo de elección popular por un partido político distinto al que regentan, a menos que renuncien a su colectividad con doce meses de anticipación. No obstante lo anterior, en este nivel de compromiso político la constitución tampoco consagró una causal taxativa de nulidad electoral o de inhabilidad para el ejercicio de cargos de elección popular.
Finalmente, la normatividad prevé el grado más fuerte de compromiso político en torno a la doble militancia, siendo sus destinatarios los ciudadanos electos para un cargo de elección popular. Es evidente que a ellos se les puede imponer un grado de compromiso mayor que a los demás sujetos, pues poseen obligaciones concretas con el ideario que les permitió resultar elegidos popularmente. En tal sentido, la Constitución les obliga respetar el régimen de bancadas y les proscribe el denominado “transfuguismo político”. Por lo anterior, quienes son electos por un cierto movimiento deberán permanecer en el partido que les confirió el aval  mientras desempeñen el cargo público de elección, y no podrán inscribirse para las próximas elecciones como candidatos de otro partido, a menos que renuncien a su cargo y a su partido con doce meses de anticipación al primer día de las inscripciones. Sin embargo, al igual que en los dos grados anteriores el texto superior tampoco previó una causal expresa de anulación del acto de elección o de una inhabilidad política en razón a la transgresión de la doble militancia.
Nótese que la gradación Constitucional prohíbe, a los ciudadanos en general, pertenecer formalmente a dos partidos políticos de manera simultánea. A los candidatos, además de lo anterior, les manda adecuar su aspiración política a una correcta disciplina partidista. Finalmente, a los efectivamente electos, no solo les ordena lo ya referido, sino que les impone además la obligación de respetar el ideario político y la confianza del partido por el que fueron elegidos por la totalidad de su periodo. Por ello, un correcto desarrollo legislativo de los principios señalados supone la siguiente condición: que a una persona con un grado de compromiso político determinado no se le carguen obligaciones correspondientes a las de otro grado de exigencia constitucional, ya sea porque resulten más excesivas o porque impliquen el relajamiento de las previsiones superiores. En otras palabras, sería inadecuado que a un ciudadano, cuya carga es la no permanencia formal y simultánea a dos partidos políticos, se le prohibiera cambiarse de partido para buscar sus aspiraciones políticas; o que a un representante electo únicamente se le prohibiera legislativamente la no pertenencia formal a dos partidos, pero se le permitiera irrespetar el régimen de bancadas, traicionando el ideario por el cual resultó electo.
También ha de resaltarse que la falta de consecuencia anulatoria expresa para la doble militancia, impide que las prescripciones constitucionales se manejen con la forma de regla, debiéndose utilizar precisamente como principio jurídico. Tal situación ha implicado que la jurisprudencia del Consejo de Estado haya dubitado en torno al efecto que puede conferírsele a la transgresión Constitucional en estudio.
Por ejemplo, en Sentencia del año 2004 la máxima  Corporación de lo contencioso administrativo señaló:
“La inobservancia de la prohibición contenida en el inciso segundo del artículo 107 constitucional, modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 2003, sobre doble militancia política, por sí sola no constituye una inhabilidad para acceder a cargos o corporaciones públicas de elección popular, de la que puedan derivarse las causales de pérdida de investidura o de nulidad electoral, porque la norma constitucional no estableció tales consecuencias en forma expresa. La infracción del inciso segundo del artículo 107 de la Constitución Política, por lo tanto, no puede ser considerada como causal de inelegibilidad, conforme al principio de la taxatividad que rige las normas sobre inhabilidades, previsto en el artículo 31 del C.C”
.
Tal conclusión es reiterada, por ejemplo, en providencia del 2011 así:
“El constituyente prohibió la práctica de la doble militancia política [Acto Legislativo No. 01 de 2003 y Acto Legislativo 01 de 2009], (…)pero también lo es que no precisó una consecuencia jurídica para quien incurra en tal proceder, (…) La ausencia de consecuencia jurídica para quienes resultan incursos en doble militancia política no puede suplirse con interpretaciones analógicas o extensivas, que lleven a sostener que puede asimilarse a una inhabilidad o a la causal de nulidad por infracción de norma superior, ya que tal conducta violaría el principio de legalidad, así como el principio de la capacidad electoral, que reconoce en todos los ciudadanos el derecho fundamental a elegir y ser elegidos, salvo las restricciones legales (…)”
.
Sin embargo, también puede encontrarse que en ocasiones el Consejo de Estado ha adoptado la tesis contraria, como lo hizo en providencia del 2005, considerando que la violación de una regla constitucional expresa de doble militancia puede acarrear la nulidad electoral:

“Examinada la norma que establece la prohibición constitucional dirigida a todos los ciudadanos de pertenecer a mas de un partido o movimiento político con personería jurídica, la Sala considera que el desconocimiento de la misma no es causal de inhabilidad para ser elegido a cargos de elección popular y, consecuencialmente, al de concejal. (…) Ahora, en el mismo artículo 107 de la Carta Política, el Constituyente sí estableció una consecuencia jurídica para quien como candidato participe en las consultas de un partido o movimiento político y luego pretenda participar por otro en el mismo proceso electoral, como es la de que no podrá inscribirse para esos efectos. (…) De la violación de esa prohibición por parte de un candidato, sí podría deducirse una consecuencia jurídica, pues si a pesar de la misma se inscribe como candidato y resulta elegido, surge una irregularidad en el proceso de elección que podía conducir a la declaración de nulidad del acto que la declara”
.
O con más contundencia aún en providencia del 2005:
“La pretermisión de la prohibición contenida en el inciso 2º del artículo 107 de la Constitución Política implica la violación de una norma superior y por lo tanto, si un ciudadano inobserva el mandado constitucional e incurre en doble militancia, por pertenecer simultáneamente a dos partidos o movimientos políticos con personería jurídica y se inscribe y resulta elegido para cualquier cargo de elección popular, el acto de elección expedido por la autoridad electoral estará viciado de nulidad por haberse expedido con violación de la norma superior, configurándose así la causal de nulidad prevista en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, que deberá ser declarada por la jurisdicción de lo contencioso administrativo.”
 (subrayado por fuera de texto).

Lo anterior evidencia que la aplicación de la doble militancia como causal de nulidad electoral se ha fundamentado en la maximización hermenéutica de principios constitucionales, o a la aplicación de una causal genérica de anulación de los actos administrativos como lo es la violación de las normas superiores, aunque siempre con un amplio grado de dubitación jurisprudencial. 

De otro lado, en el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011, norma de rango estatutario y posterior a Ley acusada, se encuentra la existencia de consecuencia electoral expresa por la violación del régimen de la doble militancia. No obstante, el efecto previsto por tal disposición para el desconocimiento de la prohibición de la doble militancia no es el de la nulidad electoral, sino el de la revocatoria de la inscripción, así: “El incumplimiento de estas reglas constituye doble militancia, que será sancionada de conformidad con los estatutos, y en el caso de los candidatos será causal para la revocatoria de la inscripción.” Por lo anterior, salvo el aparte acusado de la Ley 1437, en el ordenamiento jurídico no existe una norma que prevea taxativamente la violación del régimen de la doble militancia como una causal de anulación del acto de elección.
Por todo lo anterior, puede concluirse que, in genere, la existencia de una norma que prevea una causal expresa de anulación electoral por la transgresión de la doble militancia resulta constitucionalmente benéfica. No obstante, al evaluar la norma a partir de los cargos formulados, ha de despacharse si la expresión existencia de la previsión temporal “al momento de la elección” viola efectivamente la gradación del principio prevista por la Constitución.
3.1.2. La circunscripción temporal de la nulidad electoral prevista en la norma acusada “al momento de la elección”
En primer lugar debe iniciarse considerando que la norma acusada hace parte del espectro regulativo propio de los candidatos o aspirantes políticos a cargos de elección popular,  y por ello, ha de verificarse si desarrollan adecuadamente el principio constitucional previsto para ellos, el cual es adecuar su aspiración política a un ejercicio responsable de la disciplina de partidos.
Preliminarmente puede pensarse que la norma acusada responde a tal condición, y la causa por la que lo hace es precisamente la adición de una circunscripción temporal clara. Si leyésemos la norma demandada sin el aparte temporal acusado, saltaría a la vista el nacimiento de consecuencias jurídicas desproporcionadas de cara al derecho político de elegir y ser elegido, desnaturalizando además el propósito de la anulación electoral. Sin el aparte atacado el tenor de la disposición sería el siguiente: 
“8. Tratándose de la elección popular, el candidato incurra en doble militancia política”.  
Dicha norma poseería dos consecuencias indeseables. En primer lugar, que se tornarían en condiciones anulatorias las situaciones posteriores al acto de elección, lo cual desnaturaliza la figura anulatoria, e incurriría en una intemporalidad peligrosa, con la consiguiente amplificación desproporcionada de la prohibición a los ciudadanos. Qué pasaría si un no candidato incurre alguna vez en doble militancia política, y con posterioridad quisiera ejercer su derecho a participar en la contienda electoral. Dicha persona, a pesar de no haber transgredido la prohibición constitucional en forma directamente relacionada con el proceso concreto de elección, posee el supuesto fáctico previsto en la norma: Tratándose de la elección popular, el candidato incurra en doble militancia política, y por ende resultaría cobijado por la consecuencia anulatoria. 
Desde tal perspectiva, parece mejor que la norma acusada posea una regulación clara en torno a la circunscripción temporal de la nulidad electoral. Sin embargo, al evaluar el sentido Constitucional de la prohibición de la doble militancia y su operancia hasta para ciudadanos, no parece razonable que pueda eximirse de consecuencias adversas al ciudadano-candidato, avalando el ejercicio de la aspiración política en una condición que irrespete los principios constitucionales.

La inscripción de una candidatura es uno de los primeros actos jurídicos relevantes que tornan a un ciudadano en aspirante político, es decir, que le hacen ascender un peldaño en las previsiones constitucionales que regulan la doble militancia, tornándose en una persona obligada a superar la mera no pertenencia formal a dos partidos políticos, adquiriendo la obligación de adecuar su aspiración política a una correcta disciplina de partidos. Por ello, el accionante tiene razón al prever que no se acomoda a la Constitución que se hubiera previsto como causal de anulación la doble militancia en el momento de la elección, si la palabra elección es entendida únicamente como la votación, acto posterior a la inscripción de la candidatura, pues con ello restringiría las obligaciones, derivadas del principio, previstas en el ordenamiento superior para los candidatos. Además, no se puede perder de vista que el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011, de rango estatutario, prevé como causal de nulidad de la inscripción la doble militancia, resultando un contrasentido que una inscripción pueda anularse por doble militancia, pero la elección no pueda sufrir la misma consecuencia en razón de la misma causa.
No obstante, el Ministerio Público estima que la declaratoria de la inexequiblidad pura y simple del aparte acusado es inconveniente, pues se generarían las consecuencias nocivas previstas anteriormente. Así las cosas, el mejor remedio es la declaratoria de la constitucionalidad condicionada de la expresión “al momento de la elección”, contenido en los artículos 275 y 277 de la Ley 1437 entendiéndose que la elección es un proceso complejo que inicia con la inscripción del candidato y culmina con el acto administrativo declaratorio de la elección, ya que desde la perspectiva fáctica y semántica, “elección” no necesariamente ha de referirse a un momento concreto como el momento del sufragio o la expedición de un acto administrativo, sino que implica otras actuaciones administrativas anteriores, que pueden ir en desmedro de la Constitución por violentar la disciplina de partidos pretendida por el Constituyente.
Por lo anterior, el Ministerio Público solicitará la exequibilidad condicionada de los apartes demandados de los artículos 275 y 277 de la Ley 1437, conforme se acabó de explicar, y en forma subsidiaria la constitucionalidad de la norma, pues en cualquier caso resultaría peor sustraer el aparte acusado de una clara circunscripción temporal.
3.1.3. La eficacia normativa de la Constitución

Finalmente, en relación con los cargos formulados en contra de los artículos 275 y 277 de la Ley 1437, el Ministerio Público estima que el demandante no tiene razón cuando propone que la norma atacada tiene la virtualidad de dejar sin efecto las competencias del Consejo Nacional Electoral, en torno a la posible anulación de inscripciones electorales.

Como está ampliamente decantado en la doctrina y la jurisprudencia, para el ordenamiento jurídico colombiano el texto constitucional no es un mero asunto político o programático que requiera de desarrollo legal para poder ser aplicado a los casos concretos. Por el contrario, la Constitución es una norma jurídica en pleno sentido, capaz de producir efectos en el mundo y hábil para ser aplicada en forma directa a los casos concretos. Desde tal perspectiva, resulta inadecuado considerar que una norma de rango legal tenga la vocación de modificar, derogar o dejar sin eficacia normativa un texto constitucional, pues en caso que en la Constitución Política exista una regulación expresa a manera de regla y al mismo tiempo una norma de rango legal señalara un objeto similar, pero más restringido en sus alcances, la consecuencia sería que la causal constitucional más amplia seguiría rigiendo en los eventos no previstos por el legislador, y por el contrario, en los casos comunes a ambos escenarios normativos existirían dos normas de distinta naturaleza aplicables al caso concreto.

Descendiendo al caso particular, considerar que las normas legales pueden dejar sin efecto o aplicación disposiciones constitucionales previstas expresamente a manera de regla, resulta en un equívoco conceptual que rompería con la tradición jurídica contemporánea.

Además de lo anterior, para esta Vista Fiscal es evidente que las previsiones constitucionales que supuestamente resultarían restringidas por la norma acusada obedecen a esferas regulativas distintas de las tratadas legislativamente. Mientras la norma demandada se refiere a la nulidad electoral del acto declaratorio de la elección, las previsiones constitucionales y estatutarias previstas para el Consejo Nacional Electoral se refieren a la nulidad de la inscripción de la candidatura. Así las cosas, resulta sistemáticamente inadecuado pensar que la una pueda invadir la esfera regulativa de la otra.
Por todo lo anterior, el Ministerio Público estima que los apartes del cargo formulado, en donde el demandante considera que la norma acusada deja sin efectos o sin aplicabilidad disposiciones constitucionales, como competencias del Consejo Nacional Electoral, no están llamados a prosperar. 

 3.1.4. El principio de la eficacia del voto y la anulación judicial de los mismos en razón del parentesco
El Ministerio Público debe ocuparse de las acusaciones efectuadas contra un aparte del numeral 6 del artículo 288 de la Ley 1437. Señala el actor que la norma es violatoria de la Constitución pues transgrede las reglas electorales relativas al umbral electoral y a la cifra repartidora. 

Señala el libelista que, para que la expresión “y no afectará a los demás candidatos” pueda tener efectos prácticos, es necesario que deban computarse en favor del partido político los votos inválidados para el candidato que ha incurrido en la prohibición legal, ya que de no hacerse, podrían disminuirse el número de curules, según la cifra repartidora, o el partido podría no superar el umbral electoral, haciendo que uno o todos los elegidos puedan perder su elección lo cual es una clara afectación a otros candidatos.
La Procuraduría estima que el cargo formulado por el actor es insuficiente para producir un pronunciamiento de fondo, por cuanto ataca un contenido normativo que no se encuentra presente en la disposición normativa, o en otras palabras, el cargo carece de certeza. 
El objeto de la previsión legal acusada no es violar el régimen constitucional de reparto de votos, sino evitar que la presencia de un familiar cercano a un candidato como jurado de votación o como miembro de una comisión escrutadora, termine por anular los votos de los otros candidatos que no han incurrido en las prohibiciones legales referidas, pues ello sería una afectación grave al principio de la eficacia del voto.
Para sustentar lo anterior, es posible acudir a tres argumentos; la evolución histórica de la referida causal de anulación electoral, la interpretación sistemática de las reglas previstas en la Ley 1437 de 2011 y, finalmente, el principio de interpretación conforme.
El antiguo Código de lo Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984 poseía la siguiente causal de nulidad electoral:
“6. Cuando los jurados de votación o los miembros de las comisiones escrutadoras sean cónyuges o parientes de los candidatos de elección popular en el segundo grado de consanguinidad o afinidad o en el primero civil. En este evento no se anulará el acta de escrutinio sino los votos del candidato o los candidatos en cuya elección o escrutinio se haya violado esta disposición”.
Nótese de lo anterior, que el legislador ha procurado de antaño evitar la presencia de un familiar cercano a un candidato, en cargos relativos a la vigilancia o cómputo del sufragio, por cuanto ello implica una condición subjetiva que puede violentar el ánimo libre del electorado o más aún, favorecer la falta de transparencia electoral. Sin embargo, en el mismo afán de salvaguardar tales principios, ha procurado ponderar la consecuencia de cara a la eficacia del voto válidamente obtenido.
En su momento, la disposición normativa transcrita del Decreto 01 de 1984 fue acusada de inconstitucional en atención a que presuntamente afectaba el principio de eficacia del voto, pues ordenaba que se eliminaran sufragios válidamente emitidos en razón a un simple parentesco, causa insuficiente para atentar contra la voluntad del elector. Al respecto, en Sentencia C 142 de 2001, M.P. Eduardo Montealegre Lynett, la Corte Constitucional señaló que la medida de exclusión de votos era exequible porque salvaguardaba la prohibición del nepotismo y además garantizaba la transparencia en las elecciones, todo ello protegiendo al elector de las posibles presiones que pudiera sufrir por parte de la familia de los candidatos.

De lo anterior, además de constatarse que no ha operado el fenómeno jurídico de cosa juzgada, debe concluirse que la disposición acusada posee un sentido y es excluir los votos inválidos, pero sólo estos, pues los que son emitidos respetando las previsiones legales son hábiles para manifestar la voluntad del ciudadano y deben tener los efectos prácticos pertinentes.
Por ello, cuando el aparte acusado prevé que la anulación de votos, en razón del parentesco no afectará a los demás candidatos, no pretende convalidar los sufragios anulados para efectos del umbral electoral del partido, ni busca avalar la sumatoria de sufragios para efectos de cifra repartidora, sino que busca imprimir fuerza a consecuencia anulatoria prevista, es decir, que la invalidación de votos en razón de la cercanía familiar es una sanción electoral al candidato que incurra en conductas cercanas al nepotismo. 
Debe resaltarse que la eliminación del aparte normativo acusado, implicaría que la presencia del cónyuge, compañero permanente o parientes de los candidatos hasta en tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, pudiera afectar en general todas las elecciones, pues habría una indeterminación sobre la posible anulación del acta de escrutinio. Precisamente el aparte normativo demandado reemplazó la expresión anterior “en este evento no se anulará el acta de escrutinio”, y su ausencia generaría un verdadero vacío que implica consecuencias de afectación a los demás candidatos, en detrimento del principio constitucional de la eficacia del voto.
El Ministerio Público sí estima que efectivamente sería una incoherencia del sistema que los votos anulados para un candidato sean computados para el provecho de su partido, con quien se despliegan relaciones mutuas de responsabilidad. No obstante, debe tenerse en cuenta que el grado de afectación que pueda llegar a tener la anulación de sufragios de un candidato, en relación con su partido, será un aspecto que en cada caso concreto ha de valorar el juez contencioso administrativo, pues de lo contrario sería una afectación desproporcionada a la seguridad jurídica.
De otro lado, acudiendo a la interpretación sistemática, es posible concluir que el contenido normativo atacado no se encuentra previsto en la disposición demandada, por cuanto el numeral 4 del artículo 275 de la Ley 1437 prevé también como causal de nulidad electoral lo siguiente:

4. Los votos emitidos en la respectiva elección se computen con violación del sistema constitucional o legalmente establecido para la distribución de curules o cargos por proveer.

Es ilógico que una causal legal de nulidad electoral tenga por fin proteger el régimen constitucional de cómputo de votos y otra, inserta en el mismo artículo, busque todo lo contrario. Por ello, una interpretación sistemática y juiciosa del sistema normativo, descarta el contenido normativo acusado.
Finalmente, y en gracia de brevedad, baste decir que, además de la interpretación sistemática, el criterio de la interpretación conforme refuerza la falta de certeza enervada.  En el evento que algún Juez de la República tenga dudas del preciso alcance de la expresión, no sólo echará mano de las previsiones legales, sino que también deberá precisar los efectos legales a partir de la misma Constitución. Nuevamente debe reiterarse que un texto de naturaleza legal no tiene la virtualidad de anular la eficacia de una disposición constitucional, al contrario, la segunda debe adecuarse hermenéuticamente a la primera, cuando en gracia de discusión, exista alguna duda sobre su real alcance.
Así las cosas, el Ministerio Público estima que el cargo enervado contra el numeral 4 del artículo 288 de la Ley 1437 de 2011 no es cierto, y por ello, solicita a la Corte Constitucional que se inhiba de proferir un pronunciamiento de fondo.

4. Conclusión

Por las razones expuestas, se solicita a la Corte Constitucional que declare CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el aparte demandado de los artículos 275 y 277 de la Ley 1437 de 2011 en el entendido que el término “elección”, contenido en las referidas disposiciones normativas ha de entenderse como un proceso complejo que inicia con la inscripción del candidato y culmina con el acto administrativo declaratorio de la elección del candidato; o en forma subsidiaria que declare la EXEQUIBLIDAD de los apartes acusados, por cuanto un pronunciamiento diverso generaría efectos inconstitucionales sobre el ordenamiento jurídico.
De otro lado, en torno a los cargos esgrimidos contra el aparte acusado del artículo 288 de la Ley 1437 de 2011, se solicita a la Corte Constitucional INHIBIRSE de efectuar un pronunciamiento de fondo, en atención a que los mismos carecen de certeza.
Señores Magistrados,
MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Viceprocuradora General de la Nación con funciones de Procuradora General
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